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I. Introducción 
	  
Dentro del universo de las relaciones jurídicas que a diario tienen lugar en nuestra 
sociedad, las relaciones entre empleadores y obreros han estado históricamente signadas 
por marcadas diferencias de poder entre las partes. Es a partir de ello que el derecho del 
trabajo aparece como una herramienta diseñada con el propósito de equilibrar la situación, 
dotando de ciertos derechos al trabajador y limitando el proceder de la patronal, con la 
finalidad de evitar posibles situaciones de abuso. 
La estabilidad laboral ha sido uno entre muchos derechos por los que las 
organizaciones de trabajadores han luchado incansablemente y, en nuestro ámbito 
nacional, logró alcanzar jerarquía constitucional desde el año 1994, en lo que significó la 
incorporación al texto de la carta magna del artículo 14 bis. 
La norma jurídica antedicha recepta los principios de un movimiento internacional 
surgido con posterioridad a la segunda guerra mundial y conocido como 
constitucionalismo social, promotor de la incorporación de determinados derechos a los 
textos de las leyes supremas de las distintas naciones. Específicamente en lo que respecta a 
la estabilidad laboral, la aludida disposición establece que “el trabajo en sus diversas 
formas gozará de la protección de las leyes, las que deberán asegurar al trabajador: (…) 
Protección contra el despido arbitrario. Estabilidad del empleado público (…)”. 
A lo largo de los años, la doctrina pacíficamente ha distinguido entre una 
estabilidad propia, como la que la Carta Magna prevé para el caso de los empleados 
dependientes del Estado, para los cuales resultará ineficaz cualquier disolución contractual 
fundada en causas distintas a las estrictamente previstas en la ley; y una estabilidad 
impropia fijada por nuestra Ley Fundamental, para los empleados pertenecientes al sector 
privado, consistente en la imposición de una sanción indemnizatoria al empleador que 
disponga despedir a un trabajador, sin mediar justa causa (Grisolía, 2013). 
En otro orden de ideas, en la difícil tarea de sufragar el gasto público, las naciones 
modernas, en ejercicio de su poder de imperio estatal,  exigen el ingreso de prestaciones 
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dinerarias a sus habitantes, por la verificación de determinadas circunstancias jurídico – 
económicas previstas por ley (García Vizcaíno, 1996). Así, por ejemplo, para las personas 
de existencia visible, el Impuesto a las Ganancias grava aquellos rendimientos, rentas o 
enriquecimientos, periódicos o susceptibles de serlo, que impliquen la permanencia y 
habilitación de la fuente productora1. 
Los conflictos entre las distintas normas de un sistema jurídico aparecen cuando la 
protección del bien jurídico tutelado en una de ellas – el estado de indefensión en que se 
encuentra un trabajador al perder su fuente laboral - colisiona con la protección del bien 
jurídico tutelado por la otra – la recaudación de las rentas fiscales destinadas a solventar 
los gastos conducentes al bienestar general de la población-. Aparecen entonces ciertos 
interrogantes: En primer término ¿podemos hablar de ganancia en el caso de una 
indemnización? 
Una primera aproximación para resolver esta pregunta puede ser provista por la 
Real Academia Española, la que define el término indemnización como una 
“compensación económica destinada a reparar, garantizando su indemnidad, al afectado 
por la privación (expropiación) de un bien o derecho, por un perjuicio provocado por un 
tercero (en concepto de responsabilidad) o por un gasto en que ha incurrido por razón ajena 
a su voluntad”. El diccionario jurídico de Manuel Ossorio, con mayor tecnicidad, brinda 
una acepción propia del derecho laboral al expresar que  "todos los prejuicios derivados de 
la relación de trabajo que sufran las partes, de modo principal la trabajadora, se tienen que 
reparar mediante el pago de las indemnizaciones, unas veces determinadas concretamente 
por la ley y otras estimadas judicialmente". Pareciera, entonces, que nos encontramos 
frente a sumas dinerarias abonadas con el único fin de conservar la incolumidad del 
patrimonio del trabajador afectado por la situación de despido, de naturaleza 
eminentemente resarcitoria. Sin embargo, es oportuno señalar que la cualidad de renta 
gravada que pueda poseer ese resarcimiento económico en el impuesto a las ganancias se 
encuentra exclusivamente determinada por la verificación de los extremos fácticos que el 
legislador haya escogido al definir la hipótesis de incidencia del tributo en cuestión. A 
pesar de esto último, los sistemas jurídicos son dinámicos, las legislaciones tributarias se 
modifican con frecuencia y las decisiones sobre sujeción a gravamen de determinadas 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1	  Art.	  2	  de	  la	  ley	  n.°	  20628.	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rentas ameritan un debate serio, máxime por afectar a sujetos cuya capacidad contributiva 
ha sido menoscabada a causa de la extinción de su fuente productora de ingresos. 
Ahora bien, aun si acordáramos que no corresponde someter a imposición las 
indemnizaciones ¿la solución aplica para todos los casos independientemente del monto 
recibido? Una única respuesta para la anterior indagación producirá indefectiblemente 
inequidades: Si aceptamos la no gravabilidad de las indemnizaciones sea cual sea su 
importe, podrían presentarse casos donde los contribuyentes hicieran pasar rentas 
originalmente gravadas, bajo el ropaje jurídico de ingresos ajenos a imposición; por el 
contrario, si fijamos un monto a partir del cual los conceptos señalados ingresen al ámbito 
del impuesto, sería posible encontrarnos con contribuyentes prácticamente en las mismas 
condiciones con tratamientos exactamente opuestos el uno del otro.  
Por otro lado, con el propósito de adecuar la normativa tributaria a los objetivos 
perseguidos por la política tributaria a lo largo del último siglo, el Congreso ha ido 
practicando sucesivas modificaciones desde su puesta en vigor. Estas han deteriorado la 
homogeneidad de la norma, haciendo que disposiciones pertenecientes a un mismo cuerpo 
normativo tengan sentidos contrapuestos o se presten a interpretaciones erróneas. 
El siguiente trabajo de investigación encuentra su razón de ser en la necesidad de 
contar con una visión técnica respecto del tratamiento tributario a brindar a las sumas 
percibidas como consecuencia de la extinción del contrato de trabajo con posterioridad a 
las reformas establecidas en diciembre de 2017, así como en la de ofrecer estrategias que 
puedan contribuir a una ley del impuesto a las ganancias con texto claro, que no dé lugar al 
contribuyente o a la administración tributaria para interpretaciones erróneas. La 
importancia de la temática abordada radica en una característica común a la totalidad de 
indemnizaciones laborales previstas en nuestro sistema legal: son fruto de una fuente 
productora que dejó de existir. a) Estado	  de	  la	  cuestión	  
El tratamiento recibido por las indemnizaciones por distracto del vínculo laboral en 
el impuesto a las ganancias ha sido un tópico históricamente controvertido: Originalmente, 
la discusión tuvo lugar en razón de la poca feliz redacción del art. 20 inc. i) de la Ley de 
Impuesto a las Ganancias (t.o. 1986), el que establecía la exención en el gravamen para:  
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“las indemnizaciones por antigüedad en los casos de despido y las que se reciban en forma 
de capital o renta por causa de muerte o incapacidad producida por accidente o enfermedad, ya 
sea que los pagos se efectúen en virtud de lo que determinan las leyes civiles y especiales, de 
previsión social o como consecuencia de un contrato de seguro. No estarán exentas las 
jubilaciones, pensiones, retiros, subsidios, ni las remuneraciones que se continúen percibiendo 
durante las licencias o ausencias por enfermedad y las indemnizaciones por falta de preaviso en el 
despido”. 
La confusa y extensa redacción de la citada norma jurídica no practicaba una 
remisión a una norma laboral específica, sino que, por el contrario, genéricamente eximia 
de tributar a las “indemnizaciones por antigüedad”, lo que trajo aparejado diversos 
pronunciamientos judiciales a favor2 y en contra3 de los contribuyentes. 
Las diferencias entre el fisco nacional y los contribuyentes parecían haber quedado 
zanjadas a partir de la triada de fallos dictados por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación en autos “De Lorenzo, Amelia Beatriz c/ DGI”, “Cuevas, Luis Miguel c/ AFIP – 
DGI s/ contencioso administrativo” y “Negri, Fernando Horacio c/ EN – AFIP DGI s/ 
Dirección General Impositiva”. En los citados fallos, la procuradora Laura Monti, cuyas 
palabras posteriormente hicieron suyas los miembros de la corte, entendía que antes de 
evaluar la adecuación de las rentas bajo examen al beneficio exentivo establecido en el art. 
20 de la Ley del gravamen, correspondía analizar si se encontraban dentro del ámbito del 
impuesto. En tal sentido, la Dra. Monti consideró que “es prístino que un orden lógico 
impone reconocer que primero ocurre el cese de la relación laboral y, luego, como 
consecuencia suya, nace el derecho al resarcimiento” y, consecuentemente, la 
indemnización bajo examen no cumplía los requisitos de periodicidad y de permanencia de 
la fuente, extremos de cumplimiento indispensable para que una renta se hallara sujeta a 
gravamen en el caso de las personas de existencia visible, sometidas a tributación sobre sus 
rentas bajo el principio de la fuente. 
Sin perjuicio de la contundencia de las palabras de la Sra. procuradora general, es 
pertinente señalar que el órgano recaudador se acogió de manera parcial al criterio del Alto 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
2	  CNCAF	  –	  Sala	  IV	  en	  “Dowd	  de	  Gardey,	  Patricia	  Flavia	  c/	  Dirección	  General	  Impositiva”;	  TFN	  –	  Sala	  
C	  en	  “Martin,	  María	  Eugenia	  s/	  recurso	  de	  repetición	  –	  impuesto	  a	  las	  ganancias”;	  TFN	  –	  Sala	  A	  en	  “Aparicio,	  
María	  Graciela	  s/	  recurso	  de	  apelación	  por	  retardo	  y	  por	  denegatoria	  de	  repetición”;	  entre	  otros.	  
3	   CNCAF	   –	   Sala	   V	   en	   “Unilever	   de	   Argentina	   S.A.	   s/	   recurso	   de	   apelación	   –	   impuesto	   a	   las	  
ganancias”;	  CNT	  –	  Sala	  II	  en	  “Córdoba,	  Carlos	  Alberto	  c/	  Merial	  Argentina	  S.A.	  s/	  despido”;	  entre	  otros	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Tribunal. Es que en sus circulares n.° 3/2012 y 4/2016, AFIP aceptó que los pagos de 
indemnizaciones por despido por causa de maternidad o embarazo, por estabilidad y 
asignación gremial y las sumas correspondientes a gratificaciones por cese laboral de 
mutuo acuerdo se encontraban al margen del gravamen sobre la renta, y por ende, 
excluidos del régimen de retención establecido entonces por la Resolución General n.° 
2437; empero nada dijo respecto de las demás rentas, que bajo distintas denominaciones, 
pudieran percibir los trabajadores como consecuencia de la extinción del vínculo laboral y 
que a la luz de la doctrina de la corte parecían estar fuera del ámbito del impuesto. 
Recientemente, con la sanción del proyecto de Reforma Tributaria – Ley n.° 
27.430, publicada en el Boletín Oficial el 29 de diciembre de 2017, la discusión vuelve a 
tomar relevancia. Ocurre que el anteproyecto remitido al Congreso por el Poder Ejecutivo 
Nacional eliminaba la mención realizada por el art. 20, inc. i) sobre indemnizaciones 
laborales, acatando la doctrina fijada por el Alto Tribunal en los antecedentes 
anteriormente mencionados. Sin embargo, durante el tratamiento parlamentario, la 
Honorable Cámara de Diputados de la Nación, realizó sustanciales modificaciones al 
proyecto original, entre destaca la incorporación al art. 79 de la Ley del Impuesto a las 
Ganancias de aquellas indemnizaciones abonadas a directivos y ejecutivos de empresas 
públicas y privadas, según lo que establezca la reglamentación, que se generen con motivo 
de su desvinculación laboral, en lo que excedan de los montos mínimos previstos en la 
normativa laboral aplicable. 
La alteración propuesta por Diputados, en principio, afecta la solución propuesta 
por la Corte Suprema, en la medida que incorpora como renta gravada ciertas 
indemnizaciones dentro del artículo referido a las rentas de cuarta categoría, con 
prescindencia del cumplimiento de los requisitos establecidos en el art. 2 de la ley del 
gravamen de marras (existencia de renta, susceptibilidad de periodicidad en la generación 
de esa renta, permanencia de la fuente productora y habilitación de la fuente productora). 
Lamentablemente, la reapertura de esta discusión que considerábamos cerrada no es la 
única consecuencia de la recientemente aprobada disposición: Por un lado, hay quienes 
argumentan a favor de que una distinción de contribuyentes en función de su carácter de 
“directivo o ejecutivo” resultaría discriminatorio y en pugna con el principio de igualdad 
ante la ley de jerarquía constitucional; por el otro, la delegación que la norma realiza en 
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Poder Ejecutivo Nacional para, reglamentariamente, determinar cuándo un directivo o 
ejecutivo se encontraría sujeto al gravamen, pareciera ser violatoria del principio de 
legalidad que rige en materia tributaria – también de rango constitucional-, por no estar 
claramente definido en la ley del gravamen el sujeto pasivo del mismo. 
	   b) Objetivos	  
• Objetivo General: A lo largo de las siguientes páginas, es nuestra intención sentar 
una posición clara con respecto a la gravabilidad de las indemnizaciones generadas 
como consecuencia de la extinción de la relación laboral, fundada en un análisis 
acabado de los criterios fijados por la doctrina y la jurisprudencia durante las 
últimas dos décadas y de las recientes modificaciones legislativas. 
 
• Objetivos Específicos: 
a. Realizar una recapitulación de la evolución normativa nacional en materia 
de “protección contra el despido arbitrario” y “gravabilidad de las 
indemnizaciones laborales”. 
b. Examinar la Ley n.° 27.430 bajo el prisma de los principios y garantías 
constitucionales que en materia tributaria gozan los contribuyentes frente a 
los gravámenes locales. 
c. Efectuar una interpretación teleológica de las modificaciones propuestas por 
la Reformar tributaria, atendiendo al debate parlamentario que dio lugar a su 
sanción. 
d. Tratar aquellos nuevos interrogantes que se plantean con la modificación 
legislativa. Fijar una posición respecto de cada uno de ellos y proponer las 
modificaciones que consideramos convenientes para su resolución. 
	   c) Metodología	  
Para el desarrollo del trabajo, iniciaremos desarrollando el marco jurídico 
construido a partir de las normas, los criterios jurisprudenciales sentados por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación y demás órganos jurisdiccionales, y las distintas visiones 
aportadas por la doctrina en la materia. Asimismo, intentaremos arrojar luz en lo que 
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refiere a la intención del legislador con respecto a las nuevas normas que la Reforma 
Tributaria agregó al escenario. 
Por último, con vistas a obtener mayor perspectiva con relación al tema, 
analizaremos el tratamiento que la legislación comparada de Chile y México otorgan a los 
resarcimientos bajo estudio. 
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II. Evolución de la legislación laboral 
argentina en materia de “protección contra 
el despido arbitrario” 
	  
Con anterioridad a adentrarnos en el análisis impositivo del asunto, consideramos 
oportuno bridar algunas precisiones sobre la evolución que tuvo la normativa laboral 
doméstica en materia de “protección contra el despido arbitrario”. 
Si bien con la aprobación del Código de Comercio, sancionado en 1859 para la 
provincia de Buenos Aires, y en 1862 para la Nación en su totalidad, se incorporaron 
algunos institutos a favor de los factores o dependientes como el de “riesgo profesional”, o 
el derecho de percibir salario hasta por tres meses en caso de accidentes imprevistos, no se 
incluyeron disposiciones tendientes a garantizar la estabilidad al trabajador en relación de 
dependencia. 
En agosto de 1889 se sancionó la ley n.° 2637, modificatoria del Código de 
Comercio, incorporándose en el primer párrafo del art. 157 el origen de lo que hoy 
conocemos por “preaviso”. La citada norma establecía la obligatoriedad para las partes 
contrayentes (principal y factor o dependiente), de comunicar a la contraparte con 
antelación de un mes, su voluntad de dar por acabado aquel contrato que no tuviera 
determinado su plazo. Teniendo derecho el factor o dependiente despedido, al salario 
correspondiente a ese mes. Todavía el sistema legal argentino no contemplaba el despido 
como “antijurídico”; sin embargo, ya comenzaban a verse atisbos de protección al 
trabajador, al menos en cuanto a la calidad de intempestivo que pudiera tener la decisión 
unilateral del empleador por dejarlo sin su fuente de ingresos.  
Posteriormente, en el año 1934 y a través de la ley n.° 11.729 se modificaron los 
artículos 154 a 160 del Código de Comercio. En particular, se insertó en el primer y tercer 
párrafos del mentado art. 157 el primer esbozo de la “indemnización por antigüedad”, 
estableciendo el pago de una suma no inferior a la mitad de la retribución mensual del 
dependiente, por cada año de servicio o fracción mayor a tres meses, tomando como base 
de retribución el promedio de los últimos cinco años o del tiempo de servicio, si hubiera 
sido inferior. Asimismo, la propia norma establecía un piso de un mes de sueldo y un tope 
	  
	  
9	  
	  
equivalente a quinientos pesos por cada año de servicio. Debemos recordar que la norma 
tutelaba únicamente a los trabajadores del rubro del comercio, por lo que su ámbito de 
acción era bastante limitado. 
Ya por el año 1945, y basándose en la premisa constitucional de “promover el 
bienestar general” el presidente de facto Edelmiro Farrell dispuso a través del Decreto n.° 
33302/464 la creación de institutos trascendentales en el derecho laboral nacional como son 
el “salario mínimo y vital” y el “sueldo anual complementario”. En la misma norma, más 
precisamente en el Capítulo I del Título VII de su texto, dispuso la duplicación de los 
montos fijados en la ley n.° 11729 para los casos de despido injustificado, y la extensión de 
tal beneficio para todas las personas que trabajan en relación de dependencia en el 
territorio nacional. 
El año 1957 tuvo trascendencia para el sistema legal argentino en su totalidad a raíz 
de lo que significó la reforma de la Constitución Nacional. Especialmente, para el derecho 
laboral local, la aprobación del art. 14 bis, referido a los derechos individuales, colectivos 
del trabajo y de la seguridad social5 significó probablemente, el avance mayor logro de su 
historia. Entre otros derechos que no trataremos en el presente trabajo, el art. 14 bis 
garantiza expresamente la “protección contra el despido arbitrario” al dependiente. 
En miras a esclarecer las intenciones del constituyente al incorporar esta medida 
protectoria dentro del texto de nuestra Carta Magna, consideramos conveniente transcribir 
las palabras del miembro informante Bravo, quien adjudicó a tal garantía dos objetivos 
específicos: “asegurar al empleado los salarios necesarios para su subsistencia, y facilitarle 
la adquisición de su jubilación”. Concluyendo luego que “la cuestión de la estabilidad no 
atendía sólo a los intereses de dependiente. Junto con ello, la garantía de la permanencia 
importaba un factor de tranquilidad y seguridad social”. 
Transcurrieron más de dos décadas para que se produjeran nuevas modificaciones 
en la norma que regulaba las indemnizaciones por despido. En 1966, la ley n.° 16881 
reemplazó la base de cálculo tomada por la ley n.° 11729, pasando del promedio de los 
últimos cinco años al promedio del último año; y fijó un tope para tal promedio 
equivalente a tres veces el valor mensual del salario vital mínimo de un trabajador sin 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
4	  Decreto	  ratificado	  por	  la	  ley	  n.°	  12921.	  
5	  Primero,	  segundo	  y	  tercer	  párrafos	  del	  art.	  14	  bis	  de	  la	  CN,	  respectivamente.	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cargas de familia. Así también, la disposición incrementó el valor mínimo de la 
indemnización, de uno a dos meses de sueldo. 
Cabe destacar que, del cuerpo normativo originalmente aprobado por el Congreso, 
el Poder Ejecutivo, entonces a cargo del Dr. Arturo Illia, vetó cincuenta y nueve de sus 
sesenta y tres artículos. Publicándose en el Boletín Oficial, un texto compuesto únicamente 
por cuatro artículos referidos a la extinción del contrato de trabajo y correspondientes 
indemnizaciones. También es oportuno mencionar las controversias en las que la mentada 
norma se vio envuelta y su corta vigencia, si es que en algún momento se pudo hablar de 
tal cosa6. 
La ley n.° 20744 de Contratos de Trabajo vio la luz el 27 de septiembre de 1974, 
siendo ponderada por la doctrina por ser receptiva de los principales antecedentes 
jurisprudenciales de la época, y festejada por las entidades agrupadoras de trabajadores, 
quienes la consideraban fruto de los años de ardua lucha. La norma tuvo un rol codificador, 
reuniendo disposiciones originalmente dispersas en distintas leyes y decretos. Respecto de 
la indemnización por antigüedad, previó un mecanismo de cálculo similar al de la frustrada 
16881, fijándola en un mes de sueldo por año de servicio o fracción mayor de tres meses. 
Aunque, esta vez, la base a tomar era la mejor remuneración mensual percibida durante el 
último año (en reemplazo de la remuneración promedio del último año). También repitió el 
tope de tres veces el salario mínimo vital para la base de cálculo, y el piso de dos meses de 
sueldo calculados conforme al mecanismo establecido en su primer párrafo para la 
indemnización. 
Apenas dos años después de su nacimiento, la LCT sufrió una serie de derogaciones 
en su articulado, a manos de la ley n.° 21297, promovida por el flamante gobierno de facto 
a cargo del Gral. Videla. La nota de elevación de la norma, suscripta por  el Gral. Liendo 
enfatiza la necesidad de corregir “excesos respecto del equilibrio de comportamiento a 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
6	  La	  ley	  n.°	  16881	  fue	  derogada	  por	  su	  igual	  n.°	  17391	  apenas	  días	  después	  de	  que	  la	  CSJN	  en	  Fallos	  
“Ciriaco	  Collela	  c/	  S.	  A.	  Fevre	  y	  Basset	  y/u	  otro”	  entendiera	  que	  “sin	  abrir	  juicio	  de	  un	  modo	  general	  sobre	  el	  
régimen	   de	   la	   promulgación	   de	   las	   leyes	   –	   esta	   Corte	   considera,	   en	   el	   sub	   examen,	   que	   el	   proyecto	  
sancionado	   por	   el	   Congreso	   Nacional	   constituía	   un	   todo	   inescindible,	   de	   modo	   tal	   que	   las	   normas	   no	  
promulgadas	  no	  han	  podido	  separarse	  del	  texto	  total,	  sin	  detrimento	  de	  la	  unidad	  de	  este	  (…)	  De	  ahí	  que	  el	  
Poder	   Ejecutivo	   no	   pudo,	   en	   su	  momento,	   proceder	   como	   procedió,	   sin	   invadir	   atribuciones	   propias	   del	  
Congreso	  Nacional,	  y	  sin	  asumir,	  en	  la	  especie,	  la	  calidad	  de	  legislador”.	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observar en las relaciones laborales”7. Afortunadamente, esta “mutilación”8 del texto legal, 
tuvo un impacto menor en la disposición que regulaba las indemnizaciones por despido 
injustificado, donde prácticamente se replicó su igual de la ley n.° 20744, excepto por la 
salvedad de que a la “mejor remuneración mensual percibida durante el último año”, se le 
agregaban los términos “normal” y “habitual”, dejando fuera de la misma algunos 
conceptos remunerativos de carácter excepcional que pudiera haber percibido el trabajador. 
Ya en 1989, con el regreso de la democracia y con las cuentas nacionales en una 
situación comprometida, se sancionó la ley n.° 23697 de emergencia económica. La citada 
norma, preveía modificaciones a la carta orgánica del BCRA, suspensiones de subsidios y 
subvenciones, suspensiones al régimen de promoción minero, modificaciones, al impuesto 
sobre los combustible líquidos, entre otros. En material laboral, se reformó nuevamente el 
art. 245 de la LCT, suprimiendo el tope fijado en tres veces el salario mínimo y vital que 
oportunamente había establecido para la base de cálculo de la indemnización por despido 
la ley n.° 16881, y que se había mantenido intacto a lo largo de las sucesivas 
modificaciones al precepto legal. 
Sin embargo, apenas dos años después, por medio de la Ley Nacional de Empleo 
n.° 24013, se reestableció el tope para la base de cálculo. Aunque esta vez no estaba 
configurado por las “tres veces el salario mínimo y vital”, sino que se fijó un techo de “tres 
veces el promedio de las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo 
aplicable al trabajador”. 
Nuevamente una reforma al texto de nuestra Carta Magna tuvo lugar en 1994. Entre 
los cambios practicados se encontraba una modificación a la pirámide legal, reconociendo 
jerarquía supra legal a los tratados internacionales. Con tal accionar, el constituyente 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
7	   Entre	   los	   objetivos	   perseguidos	   por	   la	   norma	   Liendo	  menciona	   los	   de	   “suprimir	   un	   agobiante	  
sistema	   de	   presunciones	   que,	   en	   muchos	   casos,	   quiebran	   el	   principio	   de	   buena	   fe	   en	   las	   relaciones	   de	  
empleo”;	   “prescindir	  de	   innecesarios	   sistemas	  de	   contralor”	   y	   “corregir	  normas	  que	  desvirtúan	  el	   justo	  y	  
equitativo	   amparo	   del	   trabajo	   de	   la	   mujer,	   ubicando	   al	   mismo	   en	   un	   adecuado	   punto	   que	   permitirá	  
asimismo	  superar	  la	  actual	  resistencia	  a	  la	  contratación	  de	  trabajo	  femenino”,	  entre	  muchos	  otros.	  
8	  Término	  utilizado	  por	  el	  Dr.	  Roberto	  Pompa	  para	  describir	  las	  derogaciones	  sufridas	  por	  la	  Ley	  de	  
Contratos	  de	  Trabajo	  durante	  la	  última	  dictadura	  militar	  acontecida	  en	  nuestro	  país.	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reafirmó su posición protectoria en contra del despido arbitrario, al incluirse disposiciones 
en tal sentido en los textos de varios de esos tratados9. 
En el año 1998 y con marcados tintes del pensamiento económico liberal imperante 
en nuestro país por aquellos tiempos, se aprobó la ley n.° 25013, aplicable a los contratos 
celebrados a partir de su vigencia, y que reducía sustancialmente los montos 
indemnizatorios. Dicha norma disponía para el caso del despido dispuesto por el 
empleador sin justa causa, el pago de una doceava parte de remuneración mensual, normal 
y habitual percibida durante el último año o durante el tiempo de prestación de servicios, si 
fuera menor, por cada mes de servicio o fracción mayor de diez días. Se conservaba el tope 
para la base de cálculo de 3 veces el promedio de las remuneraciones en el convenio 
colectivo de trabajo aplicable y se fijaba un piso de indemnización de dos doceavas partes 
del sueldo calculado conforme a dicho artículo.  
No obstante, una nueva modificación al art. 245 de la LCT tuvo lugar en el año 
2004, dejándonos la redacción que sigue vigente en la actualidad. Con La ley n.° 25877 se 
buscó regresar al texto sancionado por la ley n.° 24013, a excepción de una única salvedad. 
Durante el debate parlamentario hubieron voces a favor de disminuir el piso mínimo de la 
indemnización de dos a un mes de sueldo, con la finalidad de que hubiera una 
proporcionalidad razonable entre el monto que percibía un trabajador despedido con una 
antigüedad de noventa y un días, con el de otro con antigüedad de dos años y ochenta y 
nueve días. Contrario sensu lo expresado, otros legisladores defendieron los dos meses de 
sueldo como mínimo indemnizatorio, fundándose principalmente en una búsqueda por no 
perjudicar al trabajador y en la efectividad de tal piso como medida disuasiva de futuros 
despidos. Finalmente la primera de las posturas fue la que se impuso en las votaciones, 
dejándonos el texto que hasta el día de la fecha sostiene la LCT, y que reza: 
“Art. 245: En los casos de despidos dispuestos por el empleador sin justa causa, habiendo 
o no mediado preaviso, éste deberá abonar al trabajador una indemnización equivalente a UN mes 
de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor a TRES meses, tomando como base la mejor 
remuneración mensual, normal y habitual, devengada durante el último año o durante el tiempo de 
prestación de servicios, si éste fuera menor. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
9	   Artículos	   23	   de	   la	   Declaración	   universal	   de	   los	   derechos	   humanos,	   5	   inc.	   e)	   apartado	   1	   de	   la	  
Convención	  Internacional	  sobre	  la	  eliminación	  de	  todas	  las	  formas	  de	  discriminación	  racial	  y	  11	  inc.	  c)	  de	  la	  
Convención	  sobre	  la	  eliminación	  de	  todas	  las	  formas	  de	  discriminación	  contra	  la	  mujer.	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Dicha base no podrá exceder el equivalente de TRES veces el importe mensual de la suma 
que resulte del promedio de todas las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo 
aplicable al trabajador, al momento del despido, por la jornada legal o convencional, excluida la 
antigüedad. Al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL le corresponderá 
fijar y publicar el promedio resultante, juntamente con las escalas salariales de cada Convenio 
Colectivo de Trabajo. 
Para aquellos trabajadores excluidos del convenio colectivo de trabajo el tope establecido 
en el párrafo anterior será el del convenio aplicable al establecimiento donde preste servicio o al 
convenio más favorable, en el caso que hubiere más de uno. 
Para aquellos trabajadores remunerados a comisión o con remuneraciones variables, será 
de aplicación el convenio al que pertenezcan o aquel que se aplique en la empresa o 
establecimiento donde preste servicios, si éste fuera más favorable. 
El importe de esta indemnización en ningún caso podrá ser inferior a UN mes de sueldo 
calculado sobre la base del sistema establecido en el primer párrafo”. 
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III. Evolución de la normativa tributaria con 
relación a la gravabilidad de las 
indemnizaciones laborales 
 
Del mismo modo que con los institutos del derecho laboral, el criterio del legislador 
en materia tributaria fue variando durante el transcurso del siglo pasado. En particular, en 
lo que a sujeción a gravamen de las indemnizaciones por extinción del vínculo laboral, la 
normativa tuvo diferentes redacciones, que intentaremos desarrollar en el presente 
apartado. 
La aplicación del tributo que incide sobre la renta data, en nuestro país, desde enero 
de 1932, cuando el presidente de facto José Uriburu, primero y el Congreso de la Nación, 
luego por medio de la ley n.° 11586, dieron entrada en vigor a la primera ley de impuesto a 
los réditos. 
Apenas siete meses después, y a raíz de las deficiencias10 que portaban algunas de 
sus disposiciones, la citada norma fue reemplazada por su par n.° 11682, la que pese a 
múltiples transformaciones, mantuvo vigencia hasta su eventual abrogación por ley n.° 
26082 de impuesto a las ganancias en el año 1973. 
La ley n.° 11682 establecía un impuesto cedular inspirado en el income tax inglés 
de 1799. Agrupaba las rentas en cuatro categorías: rentas del suelo; de los capitales 
mobiliarios;  del comercio, la industria, de los auxiliares de comercios, de las prestaciones 
de servicios, de los profesionales, de los que ejercen un oficio y ocupaciones lucrativas por 
cuenta propia;  y del trabajo personal en relación de dependencia).  
Es preciso resaltar que, en su articulado original, la norma no incluía los requisitos 
propios de la teoría de la fuente o renta producto11, los que fueron agregados por la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
10	   Menciona	   el	   presidente	   Agustín	   Justo	   en	   el	   mensaje	   de	   elevación	   de	   la	   ley	   n.°	   11682,	   la	  
necesidad	  de	  establecer	  tasas	  uniformes,	  seguridad	  y	  garantías	  en	  el	  control,	  sanciones	  rápidas	  y	  severas,	  
normas	   más	   amplias	   y	   elásticas	   complementadas	   con	   un	   régimen	   de	   autonomía	   para	   la	   administración	  
recaudadora,	  para	  solucionar	  tales	  deficiencias	  de	  su	  antecesora	  11586.	  
11	  La	  teoría	  de	  la	  renta	  producto	  a	  decir	  de	  Villegas	  distingue	  el	  concepto	  de	  “capital”,	  toda	  riqueza	  
corporal	  o	   incorporal	  durable	  capaz	  de	  producir	  una	  utilidad	  al	  titular,	  del	  de	  “renta”,	  que	  es	   la	  utilidad	  o	  
riqueza	  nueva.	  Así	  la	  renta	  es	  el	  producto	  neto	  y	  periódico	  que	  se	  extrae	  de	  una	  fuente	  capaz	  de	  producirlo	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jurisprudencia de la época. Tampoco contemplaba el texto original excepción alguna para 
las sumas recibidas a causa de la extinción de la relación de trabajo. 
Ésta situación siguió del mismo modo hasta el año 1946, cuando, en virtud del 
decreto ley n.° 14338, se efectuaron diversas modificaciones al tributo de marras. 
Específicamente en lo que refiere a exenciones, se incorporó al art. 19 del plexo legal el 
inciso i), el que liberaba de gravamen a las indemnizaciones en forma de capital o renta por 
causa de muerte o incapacidad producida por accidentes o enfermedad. En el mismo 
inciso, el legislador decidió aclarar que no se encontraban incluidas en el beneficio 
exentivo las jubilaciones, pensiones, retiros, subsidios por enfermedad, ni las 
indemnizaciones por preaviso y despido. 
Una nueva modificación a la aludida disposición tuvo lugar en 1960 mediante ley 
n.° 15798. Ésta vez, el legislador estimó conveniente liberar del pago del tributo a las 
indemnizaciones por antigüedad. Para ello, las incluyó al inicio del inciso, el que quedo 
redactado de la siguiente forma: “No están sujetas a gravamen: (…) Las indemnizaciones 
por antigüedad en los casos de despido y las que se reciban en forma de capital o renta por 
causa de muerte o incapacidad producida por accidente o enfermedad…”. No ocurrió lo 
mismo con las indemnizaciones sustitutivas de preaviso, las que se mantuvieron no 
incluidas entre las rentas eximidas de gravamen. 
Carlos Raimondi y Adolfo Atchabaian consideran la redacción propuesta por la ley 
n.° 15798 un injerto. Entienden los autores que no cabe relacionar las indemnizaciones por 
despido injustificado con las otras rentas eximidas en el citado inciso, y que la única razón 
por la que se usó la conjunción copulativa “y” entre las indemnizaciones por antigüedad y 
las por causa de muerte o incapacidad, es evitar repetir la palabra “indemnizaciones” 
(2010). 
El 27 de diciembre de 1973 el Congreso nacional aprobó la ley n.° 26082 de 
impuesto a las ganancias, reemplazando el tributo de la ley n.° 11682. Originalmente, el 
inc. i) del art. 20 del nuevo plexo legal replicaba, de manera textual, la exención prevista 
en la ley n.° 15798. Sin embargo, dos años más tarde, por medio de la ley n.° 23549 se 
alteró la redacción de dos formas: primero, dividiendo en dos el, hasta entonces, único 
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  reproducirlo.	  Comparando	  estos	  conceptos	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  el	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párrafo del precepto. Este cambio aportaba un poco de orden al texto, segregando los 
conceptos alcanzados por el beneficios tributarios, de aquellos no amparados por este. En 
segundo término, adicionando una previsión destinada a regular el tratamiento de los 
beneficios y rescates de planes de seguro de retiro privado. 
Poco tiempo después, la ley n.° 23871 incorporó un nuevo párrafo al inciso i). En 
esta ocasión, liberando del pago del gravamen a los intereses accesorios a créditos 
laborales. Desde entonces, no se produjeron cambios en el inc. i) del art. 19 (actual 20), el 
que permanece hasta la fecha, redactado de la siguiente manera: 
“Art. 20: Están exentos del gravamen (…) 
i) Los intereses reconocidos en sede judicial o administrativa como accesorios de 
créditos laborales. 
Las indemnizaciones por antigüedad en los casos de despidos y las que se 
reciban en forma de capital o renta por causas de muerte o incapacidad producida 
por accidente o enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen en virtud de los que 
determinan las leyes civiles y especiales de previsión social o como consecuencia 
de un contrato de seguro. 
No están exentas las jubilaciones, pensiones, retiros, subsidios, ni las 
remuneraciones que se continúen percibiendo durante las licencias o ausencias 
por enfermedad, las indemnizaciones por falta de preaviso en el despido y los 
beneficios o rescates, netos de aportes no deducibles, derivados de planes de 
seguro de retiro privados administrados por entidades sujetas al control de la 
SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS, excepto los originados en la muerte o 
incapacidad del asegurado.” 
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IV. Antecedentes administrativos y 
jurisprudenciales 
 
Como adelantamos, nos adentramos en el estudio de un asunto sumamente 
controvertido y que ha dado lugar a la existencia de opiniones disimiles tanto en el ámbito 
jurisdiccional, como en el interno del propio ente recaudador. 
Antes de hacerlo, queremos aclarar que efectuar un análisis acabado del tema, 
requiere por un lado identificar las posturas asumidas por las diferentes oficinas de la 
administración tributaria y por las distintas salas de los tribunales locales con relación a 
cada uno de los resarcimientos previstos en la normativa laboral argentina; por el otro, 
implica resaltar aquellas interpretaciones emanadas de nuestro más alto tribunal, que 
despejaron dudas con relación a los conflictos fisco – contribuyente. 
El primer pronunciamiento que efectuó la administración tributaria con relación a la 
gravabilidad de las indemnizaciones laborales, estuvo circunscripta al tratamiento que 
debían recibir las sumas percibidas por trabajadores acogidos a planes de retiro voluntario. 
Al respecto, la DATJ del organismo, en su dictamen n.° 26/85, asimiló estas sumas a las 
percibidas como consecuencia de la extinción del vínculo dispuesta de manera unilateral 
por el empleador. Asimismo, consideró que el propósito del legislador al redactar el inc. i) 
del art. 20 de la ley de impuesto a las ganancias, había sido el de “exonerar de pago del 
impuesto, las sumas que se perciben en concepto de indemnización por antigüedad en caso 
de despido (…) pero sí limitando el importe beneficiado al estipulado por las normas 
legales en la materia”. Razón por la cual, los pagos que excedieran los parámetros fijados 
por la ley de contratos, estatuto o convenio colectivo aplicable se hallarían, a criterio de la 
DATJ, gravados. Tal tesitura fue ratificada tanto por la DAL12, como para por la 
DAT13más de una década después de emitido el citado dictamen. 
A fines del año 1999, la sala B del TFN dio lugar a uno de los principales 
antecedentes jurisprudenciales en materia de gravabilidad de indemnizaciones laborales. 
En autos “Dowd de Gardey, Patricia F. s/ apelación” la quejosa recurrió el acto 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
12Dict.	  DAL	  63/97.	  
13Dict.	  DAT	  35/99.	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administrativo que denegaba a la contribuyente la repetición de las sumas retenidas de su 
indemnización por despido en estado de gravidez. 
Si bien el órgano jurisdiccional hizo lugar a la pretensión de la actora, no logró 
coincidencia de criterios entre los vocales de la sala, lo que dio muestras de la complejidad 
del asunto. Mientras del Dr. Torres pensaba que se trataban de sumas exentas, en función 
de que entendía que el art. 20 inc. i) no realizaba una remisión formal a la Ley de Contratos 
de Trabajo, sumado a que el plural “indemnizaciones” empleado por la norma impositiva 
hacía abarcativo el beneficio a todas aquellas calculadas  en función a la antigüedad; el Dr. 
Porta las consideraba no alcanzadas por el gravamen, habida cuenta de no reunir la 
indemnización las condiciones de periodicidad que implique la permanencia de la fuente, 
exigidos por el art. 2 de la ley del impuesto. Por su parte, el vocal instructor Dr. Castro 
votó en disidencia, arguyendo que las indemnizaciones por antigüedad y por embarazo 
tenían origen en la misma ley, pero con fundamentos distintos. No estando las ultimas 
incluidas en el beneficio del art. 20 y, consecuentemente, gravadas14. 
Un año más tarde, en respuesta a una consulta efectuada por un contribuyente en 
condiciones similares a las de la Sra. Dowd de Gardey, la DAT del organismo manifestó su 
disconformidad respecto del voto mayoritario del tribunal fiscal en aquella causa15. Y, 
aclarando que la mencionada sentencia se encontraba en instancia de apelación, ratificó la 
gravabilidad de las indemnizaciones por embarazo conforme la entonces vigente RG n.° 
4139. No obstante, ulteriormente y con relación a la causa Dowd de Gardey, la CNCAF 
daría un nuevo revés al organismo16 pronunciándose a favor de la exención de las sumas 
percibidas por causa de despido de la mujer embarazada, esgrimiendo que: 
“puede concluirse que en nuestra legislación no se establecen dos indemnizaciones 
distintas, una por antigüedad y otra por embarazo, pues estas situaciones aisladamente 
consideradas no generan resarcimiento alguno, sino que se trata de una única indemnización, la 
causada por el despido, que se calcula en función de la antigüedad y que en los casos de embarazo 
resulta notablemente agravada”. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
14	   Voto	   que	   repetiría	   en	   autos	   “De	   Lorenzo	   Amelia	   Beatriz”	   (TFN	   Sala	   C,	   15/09/2004)	   y	  
profundizaría	  en	  “Aparicio,	  María	  Graciela”	  (TFN	  Sala	  C,	  19/12/2005).	  
15Dict.	  DAT	  43/00.	  
16	  CNCAF	  –	  Sala	  IV	  en	  “Dowd	  de	  Gardey,	  Patricia	  Flavia	  c/	  Dirección	  General	  Impositiva”.	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Las palabras de la CNCAF transcriptas en el anterior párrafo, fueron replicadas con 
posterioridad por la sala C del TFN para resolver un caso que versaba sobre el igual tipo de 
resarcimiento17, y por la sala A del mismo tribunal para decidir sobre la gravabilidad de la 
indemnización por matrimonio18. 
Sin perjuicio de lo hasta aquí expuesto, es preciso señalar que también existieron 
decisiones judiciales que dieron la espalda a los contribuyentes. Así, por ejemplo, la sala II 
de la cámara nacional del trabajo consideró procedente la retención practicada por la 
demandada, en este caso sobre la indemnización del delegado sindical del art. 52 de la ley 
n.° 2355119. Para así decidir, el órgano jurisdiccional se basó en la contestación que hizo la 
AFIP al oficio que oportunamente había dispuesto como medida de mejor proveer. En su 
respuesta, el organismo compartió la interpretación normativa realizada por la empleadora 
en el sentido de aplicar las disposiciones de la RG n.° 4139. 
Del mismo modo, la sala C del TFN asimiló la extinción de vínculo laboral 
enmarcada en un plan de retiro voluntario a la figura prevista en el art. 241 de la ley de 
contratos (voluntad concurrente de las partes)20 y, a raíz de ello, entendió que las sumas 
percibidas por el trabajador se encontraban sujetas al pago del impuesto). Esta decisión 
sería dos años después ratificada por la instancia revisora21. 
Si la situación ya se encontraba entonces bastante confusa, el fallo “Vizzoti” no 
vino precisamente a arrojar luz al asunto. En un fallo ajeno a la esfera tributaria, la corte se 
pronunció reconociendo la confiscatoriedad  que significaba la aplicación del tope del 
segundo párrafo del art. 245 de la ley de contratos para el caso particular del actor: 
“… no resulta razonable, justo ni equitativo, que la base salarial prevista en el primer 
párrafo del citado Artículo 245 de la Ley de Contratos de Trabajo, vale decir, la mejor 
remuneración mensual, normal y habitual percibida durante el último año o durante el tiempo de 
prestación de servicios si éste fuera menor, pueda verse reducido en más de un 33%, por imperio 
de su segundo y tercer párrafos. De acuerdo con ellos, dicha remuneración no podrá exceder el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
17	  TFN	  –	  Sala	  C	  en	  “Martin,	  María	  Eugenia	  s/	  recurso	  de	  repetición	  –	  impuesto	  a	  las	  ganancias”.	  
18	  TFN	  –	  Sala	  A	  en	  “Aparicio,	  María	  Graciela	  s/	  recurso	  de	  apelación	  por	  retardo	  y	  por	  denegatoria	  
de	  repetición”.	  
19	  CNT	  –	  Sala	  II	  en	  “Córdoba,	  Carlos	  Alberto	  c/	  Merial	  Argentina	  S.A.	  s/	  despido”.	  
20	  TFN	  –	  Sala	  C	  en	  “Unilever	  de	  Argentina	  S.A.	  s/	  recurso	  de	  apelación	  –	  impuesto	  a	  las	  ganancias”.	  
21	   CNCAF	   –	   Sala	   V	   en	   “Unilever	   de	   Argentina	   S.A.	   s/	   recurso	   de	   apelación	   –	   impuesto	   a	   las	  
ganancias”.	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equivalente de tres veces el importe mensual de la suma que resulta del promedio de todas las 
remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable. Esta pauta, por cierto, 
recuerda conocida jurisprudencia del Tribunal, relativa a que la confiscatoriedad se produce 
cuando la presión fiscal excede el señalado porcentaje…” 
Valiéndose de su propia interpretación del citado antecedente, el fisco nacional 
comenzó a exigir la retención e ingreso del tributo sobre las sumas que se hubieren 
abonado a los trabajadores como indemnización por extinción del vínculo, por encima del 
parámetro fijado por la corte en 67 % del monto fijado en el primer párrafo del art. 245 de 
la LCT. Las pretensiones fiscales en tal sentido, fueron desestimadas, por la sala B del 
TFN en “Ediciones B Argentina”22, que dio una diferente acepción de las implicancias del 
mentado “Vizzoti”: 
“dicho fallo, al desarrollar el principio de no confiscatoriedad para enervar el tope 
respecto de la indemnización que es afectada en un porcentaje superior al 33 %, ha extendido la 
naturaleza de la indemnizaciones por despido respecto de los importes que exceden al tope y, a 
fortriori, y como consecuencia del mecanismo de reenvío de la legislación fiscal a la laboral,, este 
criterio interpretativo lleva a que las indemnizaciones por ese concepto superior a los topes 
pautados también se encuentren amparadas por la exención del artículo 20, inciso i) de la ley de 
impuesto a las ganancias. Por lo demás, el orden público laboral debe interpretarse como un 
umbral en favor del trabajador y no como un techo o limite que lleve a dividir el tratamiento fiscal 
de la indemnización, solución que la letra de la ley impositiva no establece”. 
Ulteriormente, la sala IV de la CNCAF confirmó la decisión del TFN23. No 
conforme con ello, el fisco nacional interpuso recurso extraordinario, el que fue rechazado 
por la CSJN24, dejando firme la sentencia de cámara. Lamentablemente, el silencio de la 
corte con relación al fondo de la cuestión dio lugar a que el organismo emitiera la circular 
4/12, en la que plasmó su discutible criterio.  
Sin perjuicio de la importancia que pueda significar la existencia de un documento 
expresando la interpretación de la administración tributaria sobre una temática específica, 
es menester recordar que la CNCAF ha señalado en numerosas oportunidades que: 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
22	  TFN	  –	  Sala	  B	  en	  “Ediciones	  B	  Argentina	  S.A.	  s/	  apelación	  –	  ganancias”.	  
23	  CNCAF	  –	  Sala	  IV	  en	  “Ediciones	  B	  Argentina	  S.A.	  s/	  apelación	  –	  ganancias”.	  
24	  CSJN	  en	  “Ediciones	  B	  Argentina	  S.A.	  s/	  apelación	  –	  ganancias”.	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“… las instrucciones, los reglamentos internos, circulares, órdenes de servicio, constituyen 
actos de administración emitidos por la Administración Pública, cuyo objetivo consiste en regular 
su propia organización o funcionamiento interno, siendo sus destinatarios primarios los 
funcionarios y empleados públicos. En tales condiciones, carecen de valor jurígeno, las circulares 
normativas o instrucciones que emiten las dependencias oficiales, por tratarse de disposiciones 
internar con efectos en el orden jerárquico de la administración, sin carácter obligatorio para los 
particulares”.25 
Una década después del pronunciamiento del tribunal fiscal en “Dowd de Gardey”, 
le llegó el turno a la CSJN para pronunciarse sobre la gravabilidad de las indemnizaciones 
por despido por causa de maternidad. La causa “De Lorenzo, Amelia Beatriz c/ DGI” 
arribó a la máxima esfera de nuestra judicatura nacional como consecuencia del recurso 
extraordinario interpuesto por la AFIP contra la sentencia de la CNCAF que, con un 
criterio coincidente al del TFN, hallaba exentas del impuesto a las ganancias a las sumas 
abonadas por imperio del art. 178 de la LCT. Para llegar a tal conclusión, la sala V de la 
CNCAF, había manifestado en sus considerandos: 
“Que la finalidad de la indemnización por despido es la de proveer al sustento del 
trabajador hasta tanto pueda obtener nuevos ingresos, lo cual se ve agravado en el caso de la 
mujer embarazada, pues además de que le será más dificultoso conseguir un nuevo trabajo en 
razón de su estado, deberá proveer al sustento suyo y de su hijo” 
“Que, en tal sentido y toda vez que no existe una indemnización especial por causa de 
antigüedad en los casos de despido, no cabe sino concluir que la exención tributaria se refiere a la 
indemnización por despido que se calcula en función de la antigüedad y que resulta agravada en el 
caso de que el mismo obedezca a causa de embarazo en cuyo supuesto la indemnización que 
deberá abonarse será equivalente a un año de remuneraciones que se acumulara a la establecida 
en el artículo 245 de la LCT…” 
Singular importancia tuvo el dictamen de la procuradora Laura Monti para la 
resolución de la controversia por parte del alto tribunal. Atendiendo a los reclamos que 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
25	  CNCAF	  –	  Sala	  II	  en	  “Cámara	  de	  Comercio	  e	  Industria	  de	  La	  Plata	  (TF	  –	  28550	  –	  I)	  c/	  DGI”;	  CNCAF	  –	  
Sala	   II	   en	   “Asociación	  de	  Psicólogos	  de	  Mendoza	   c/	  DGI	   s/	   recurso	  directo	  de	  organismo	  externo”;	   entre	  
otros.	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parte de la doctrina venía realizando desde hacía algunos años26 y revalorizando la postura 
sostenida, diez años antes, por el Dr. Porta en autos “Dowd de Gardey”, la Dra. Monti 
señaló: 
«… un orden lógico impone examinar, en primer término, si las sumas percibidas por la 
actora como indemnización del artículo 178 de la LCT, se encuentran alcanzadas por el impuesto 
a las ganancias. 
Al respecto, el artículo 2 de la ley 20628 establece: 
“A los efectos de esta ley son ganancias, sin perjuicio de lo dispuesto especialmente en 
cada categoría y aun cuando no se indiquen en ellas: 1) los rendimientos, rentas o 
enriquecimientos susceptibles de una periodicidad que implique la permanencia de la fuente que 
los produce y su habilitación” (texto según L. 25414, vigente al momento de la retención del 
impuesto). 
En tales condiciones, es evidente para mí que la indemnización por despido de la mujer 
trabajadora que obedece a razones de maternidad o embarazo, como lo establece el artículo 178 
de la LCT, carece de la periodicidad y la permanencia de la fuente necesaria para quedar sujeta al 
gravamen. Ello es así pues su percepción involucra un único concepto, que es directa 
consecuencia del cese de la relación laboral.  
Por el contrario, en mi parecer no puede afirmarse aquí que la propia relación laboral sea 
la causa jurídica del cobro de tal indemnización y  que, por ende, ella también posea los 
caracteres de habitualidad y permanencia de la fuente. Es prístino que un orden lógico impone 
reconocer que primero ocurre el cese de la relación laboral y, luego, como consecuencia suya, 
nace el derecho al resarcimiento». 
Tal fue la contundencia de las palabras de la procuradora, que la CSJN en su 
decisorio, remite directamente a su dictamen para fundamentar el rechazo del recurso 
extraordinario interpuesto. 
Apenas un año después, y con motivo de un nuevo recuso extraordinario, esta vez 
presentado por un contribuyente contra la resolución de la Cámara Federal de Apelaciones 
de San Martín que denegaba la repetición del impuesto retenido sobre la indemnización 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
26	   Daniel	   Schwartzman,	   en	   una	   publicación	   de	   la	   revista	   Impuestos	   del	   año	   2006	   (Errepar),	  
expresaba	  su	  postura	  en	  sentido	  de	  la	  no	  sujeción	  de	  las	  indemnizaciones	  por	  extinción	  de	  vínculo	  laboral,	  
en	  razón	  de	  no	  cumplir	  las	  mismas	  con	  los	  extremos	  exigidos	  por	  el	  art.	  2	  de	  la	  ley	  del	  impuesto	  de	  marras.	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que protege al representante gremial, el máximo tribunal volvió a pronunciarse. En 
“Cuevas, Luis Miguel c/ AFIP – DGI s/ contencioso administrativo” la corte revocó la 
sentencia recurrida e hizo lugar a la repetición pretendida por la actora, por considerar que 
se trataba de un caso análogo al tratado en “De Lorenzo”. 
Los tribunales inferiores no tardaron en aplicar los argumentos esgrimidos por la 
PGN y ratificados por la CSJN a la resolución de discusiones similares: En “Imbellone, 
Oscar Alberto s/ retardo de repetición”, la sala A del TFN aplicó la citada doctrina para la 
resolución de un caso en el que se discutía la sujeción a tributo de las sumas percibidas por 
un trabajador que extinguía el vínculo laboral con su empleador, firmando un convenio de 
mutuo acuerdo: 
“Que si bien los precedentes citados (…) se refieren a las indemnizaciones contempladas 
los artículos 147 de la ley de contratos de trabajo y el artículo 52 de la ley 23551, esto es, 
supuestos diferentes al discutido en autos, la doctrina emanada de los mismo resulta plenamente 
aplicable al caso de autos”. 
 Igual solución dio la sala II de la CNT en la causa “Bertolini, Agustín c/ Telecom 
Argentina S.A. s/ diferencia de salarios” a la hora de tratar una gratificación por cese de la 
relación laboral. En tal sentido, el órgano jurisdiccional del fuero laboral sostuvo que: 
«… aun cuando no pudiera incluirse a tal rubro en la especifica exención establecida en el 
art. 20 inc. i) de la ley 20628, la naturaleza de la prestación (suma gratificatoria que solo 
reconoce su causa en el distracto) permite considerarla excluida de la materia gravable como un 
supuesto de “exclusión de objeto” en tanto el legislador no la ha contemplado como materia 
gravable al definir el hecho imponible del impuesto en el art. 2 de la ley 20628». 
 En oposición a la amplitud de criterio que mostraron algunos tribunales, el 
organismo recaudador acató de manera parcial el criterio de la corte, exigiendo la retención 
e ingreso del impuesto sobre conceptos evidentemente análogos a los tratados en “De 
Lorenzo” y “Cuevas”, verbigracia las indemnizaciones por matrimonio del art. 182 de la 
LCT, o las sumas acordadas en el marco de planes de retiro voluntario. 
 Ahora bien, aun con la aplicación por parte de los diferentes órganos 
jurisdiccionales de la doctrina de la corte, se produjeron algunas situaciones inequitativas. 
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En un decisorio de la sala VIII de la CNT27, el voto mayoritario sostuvo que la denominada 
“indemnización compensatoria de la supresión del ítem adicional personal” derivada de un 
acuerdo celebrado ante el SECLO por empleador y trabajadores «guardaba sustancial 
analogía con los hechos analizados por la corte en las causas “Cuevas” y “De Lorenzo”», 
ordenando reintegrar a los trabajadores los montos oportunamente retenidos en concepto 
del impuesto a las ganancias. Prosiguió la cámara afirmando que: 
«En cuanto a las leyendas consignadas en los acuerdos…en todos ellos se aludió al impuesto “que 
pudiera corresponder”, expresión que, por lo menos, imponía a la empleadora actuar con la 
prudencia del caso en torno a la averiguación de la verdadera naturaleza de la suma a pagar y su 
alcance por la Ley 20628 y, a lo sumo, diferir la cuestión a un pronunciamiento judicial, mas no a 
efectuar retenciones en función de particulares interpretaciones de la norma que, como se viera, 
carecen en absoluto de respaldo… » 
El criterio de la CNT ofrecía una doble posibilidad. Ir contra el Fisco, por vía de 
repetición; o ir contra el empleador, quien debió abstenerse de retener el impuesto 
(Passarelli & De Luca, 2016). Esta situación derivó en que varias Cámaras empresarias 
plantearan, en oportunidad de celebrarse una reunión del Consejo Consultivo Impositivo 
organizada por AFIP, la necesidad de que el Fisco abandonara la pretensión de que se 
practique retención sobre este tipo de resarcimientos (Ziccardi & Cucchietti, 2014). 
 En el año 2014, se produjo un tercer pronunciamiento de corte, en el mismo sentido 
que los anteriores al tratarse la causa “Negri, Fernando Horacio c/ EN – AFIP DGI s/ 
Dirección General Impositiva”. Esta vez, la discusión se circunscribía al tratamiento 
tributario a recibir por parte de una gratificación por cese laboral, liquidada en el marco de 
un plan de retiro voluntario. Sin efectuar otras consideraciones, el tribunal remitió a su 
doctrina establecida en “De Lorenzo” y “Cuevas”, pronunciándose a favor de la exclusión 
de objeto de las sumas discutidas. 
 Ante esta situación, la postura del ente recaudador fue acogerse a los lineamientos 
fijados por la corte. Sin embargo, nuevamente se limitó a hacerlo específicamente para el 
caso del resarcimiento abordado durante el fallo “Negri”. Así, en el año 2016, emitió la 
circular 4/16 y un año después, en ocasión de reemplazar el régimen retentivo de la RG 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
27	  CNT	  –	  Sala	  VIII	  en	  “Paz,	  René	  Elpidio	  y	  otros	  c/	  Acindar	  Industrias	  Argentina	  S.A.	  s/diferencias	  de	  
salarios”.	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2437/08 por el de su igual 4003/17, enumeró (en el anexo II de esta última) de manera 
taxativa aquellos conceptos no considerados como renta. Entre ellos, incluyó la 
indemnización de la mujer embarazada, la de delegado gremial y las percibidas en el 
marco de planes de retiro voluntario; pero no otras a las que correspondería dar idéntico 
tratamiento. 
Resta ver hacia adelante, que postura tomará la AFIP a la luz de las modificaciones 
introducidas por la ley n.° 27430.  
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V. Modificaciones introducidas por la Ley 
27.430 de Reforma Tributaria 
 
La Ley de Reforma Tributaria fue publicada en el Boletín Oficial del 29 de 
diciembre de 2017 bajo el número 27430. La norma, preveía modificaciones a leyes 
tributarias y de la seguridad social, estructuradas bajo cinco ejes: incentivar la inversión; 
formalizar el mercado laboral; mejorar la competitividad; contribuir a la equidad y 
eficiencia del sistema y, por último, avanzar en la lucha contra la evasión28. 
El proyecto originalmente remitido por el Poder Ejecutivo Nacional al Congreso 
disponía cambios en el inciso i) del art. 20 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, 
eliminando la exención relativa a las indemnizaciones por antigüedad. Incluso ésta medida 
era destacada por el Presidente de la Nación en el mensaje de elevación del proyecto, como 
receptiva de la jurisprudencia fijada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  
Sin embargo, la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación pareció desestimar las intenciones del jefe de Estado. Ocurre que, 
si bien por un lado en el dictamen de mayoría se incluía la modificación propuesta por el 
ejecutivo al inc. i) del art. 20 del gravamen sobre la renta; por el otro, se agregaba una 
disposición que modificaba el art. 79 de la ley del mismo impuesto, gravando aquellas 
indemnizaciones por extinción del vínculo que superaran los parámetros mínimos previstos 
por la normativa laboral. 
Es menester aclarar que si bien nuestro más alto tribunal fue claro al señalar que las 
sumas bajo análisis no cumplen los extremos exigidos por el art. 2 de la ley n.° 20628; al 
incluirse dentro de las rentas enumeradas en la cuarta categoría, no es necesario el 
cumplimiento de los requisitos del art. 2, para hallarse sujetas a imposición. 
Conforme fueron haciendo uso de la palabra, varios integrantes de la Cámara baja 
se manifestaron en desacuerdo con la modificación efectuada al proyecto por la Comisión 
de Presupuesto y Hacienda a la que fue calificada de pro capitalista y anti obrera29; en 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
28	  Del	  discurso	  del	  diputado	  Luciano	  Laspina	  durante	  el	  debate	  de	  la	  ley	  n.°	  27430	  –	  19/12/2017.	  
29	  Del	  discurso	  de	  la	  diputada	  Romina	  Del	  Plá	  durante	  el	  debate	  de	  la	  ley	  n.°	  27430	  –	  19/12/2017.	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contramano de la exención dispuesta por el art. 2030 y como un retroceso, al gravar las 
indemnizaciones de un gran número de trabajadores por casos excepcionalísimos31. 
También se alzaron voces recordando el carácter resarcitorio de las indemnizaciones, en 
oposición a la acumulación o ganancia32. 
Las críticas esgrimidas tuvieron dos consecuencias: en primer término se descartó 
el cambio propuesto para el inc. i) del art. 20, con el objeto de conservar la redacción sobre 
la cual había sentado jurisprudencia la corte en el fallo Negri; en segundo término se 
reformuló el párrafo que se pretendía agregar al art. 79, acotando el universo de las 
indemnizaciones gravadas a aquellas que además de superar los montos mínimos previsto 
en la ley laboral, fueran percibidos por directivos y ejecutivos de empresas públicas y 
privadas. 
El objetivo perseguido con esta ampliación de la base imponible del impuesto sobre 
la renta era, en palabras del miembro informante diputado Laspina, “capturar expresamente 
las indemnizaciones que refieren a altos cargos ejecutivos o directivos de compañías que 
muchas veces tienen acuerdos o contratos que están muy por encima de los parámetros 
habituales de la Ley de Contratos de Trabajo”. 
A pesar de la defensa ejercida por el miembro informante con relación a la finalidad 
y conveniencia de la norma, al momento de la votación de los artículos que modificaban 
los art, 20 inc. i) y 79 de la Ley del Impuesto a las Ganancias, nuevamente se alzaron voces 
en contra de la gravabilidad de las indemnizaciones. Esta vez, los cuestionamientos 
estuvieron vinculados con la constitucionalidad de la norma por ser potencialmente 
violatoria del principio de igualdad ante la ley33. 
Sin perjuicio de lo expuesto, la disposición fue aprobada con la siguiente redacción: 
«Art. 49: Incorpórase como segundo párrafo del artículo 79 de la Ley de Impuesto a las 
Ganancias, texto ordenado en 1997 y sus modificaciones, el siguiente: 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
30	  Del	  discurso	  del	  diputado	  Gustavo	  Menna	  durante	  el	  debate	  de	  la	  ley	  n.°	  27430	  –	  19/12/2017.	  
31	  Del	  discurso	  de	  la	  diputada	  Graciela	  Camaño	  durante	  el	  debate	  de	  la	  ley	  n.°	  27430	  –	  19/12/2017.	  
32	  Del	  discurso	  de	  la	  diputada	  Vanesa	  Siley	  durante	  el	  debate	  de	  la	  ley	  n.°	  27430	  –	  19/12/2017.	  
33	  De	  los	  votos	  de	  los	  diputados	  Marcos	  Lavagna	  y	  Juan	  Fernando	  Brüggedurante	  el	  debate	  de	  la	  ley	  
n.°	  27430	  –	  19/12/2017.	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“Sin perjuicio de las demás disposiciones de esta ley, para quienes se desempeñen en 
cargos directivos y ejecutivos de empresas públicas y privadas, según lo establezca la 
reglamentación quedan incluidas en este artículo las sumas que se generen exclusivamente con 
motivo de su desvinculación laboral, cualquiera fuere su denominación, que excedan los montos 
indemnizatorios mínimos previstos en la normativa laboral aplicable. Cuando esas sumas tengan 
su origen en un acuerdo consensuado (procesos de mutuo acuerdo o retiro voluntario, entre otros) 
estarán alcanzadas en cuanto superen los montos indemnizatorios mínimos previstos en la 
normativa laboral aplicable para el supuesto de despido sin causa.”» 
Apenas quince días después, llegó el turno de la Cámara de Senadores para tratar la 
Ley de Reforma Tributaria, la que aprobó el texto sin efectuar cambios al texto 
oportunamente aprobado por Diputados. Del mismo modo, el Poder Ejecutivo promulgó la 
ley sin observar disposición alguna. 
Transcurridos diez meses desde la sanción de la citada norma n.° 27430, el Poder 
Ejecutivo a través del decreto n.° 976/2018 reglamentó el párrafo incorporado al art. 79 de 
la ley de impuesto a las ganancias. Sin brindar mayores precisiones que sirvan para 
determinar cuándo un empleado encuadra como director o ejecutivo, el decreto fijó dos 
condiciones a reunirse en forma concurrente para que las citadas sumas se hallen sujetas a 
gravamen: 1) haber ocupado o desempeñado, en forma continua o discontinua, dentro de 
los doce meses anteriores a la fecha de desvinculación, cargos en directorios, consejos, 
juntas, comisiones ejecutivas o de dirección, órganos societarios asimilables, o posiciones 
gerenciales que involucren la toma de decisiones o la ejecución de políticas y directivas 
adoptadas por los accionistas, socios u órganos antes mencionados; y 2) que la 
remuneración bruta mensual tomada como base para el cálculo de la indemnizaciones 
prevista por la legislación laboral supere en al menos quince veces el salario mínimo vital 
y móvil vigente a la fecha de desvinculación. 
Con relación al principio de reserva legal, creemos que existe una clara transgresión 
constitucional por parte de la norma transcripta dos párrafos atrás, al expresamente delegar 
en el Poder Ejecutivo la facultad de delimitar el sujeto sobre el cual recae la obligación 
tributaria. Recordemos que «el principio de legalidad en materia tributaria no puede 
significar que la ley se limite a proporcionar “directivas generales” de tributación, sino que 
ella debe contener, por lo menos los elementos básicos y estructurantes del tributo (hecho 
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imponible, sujetos pasivos y elementos necesarios para la fijación del quantum)» (Villegas, 
2001).  
En el mismo sentido, Jarach considera que como consecuencia del principio 
“nullum tributum sine lege” “no surge una pretensión de la administración al tributo y de 
manera correspondiente una obligación al particular, si una ley, en el sentido material y no 
solo formal, no prevé el hecho jurídico que le da nacimiento, los sujetos a los cuales 
corresponden la pretensión y la obligación y la medida de estas” (1982). 
Por su parte, nuestro más alto tribunal tiene dicho que se acepta al legislador 
conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo a fin de reglar los pormenores de la obligación 
tributaria, siempre y cuando previamente se haya fijado con claridad la política 
legislativa34. En nuestra opinión, nos parece claro que delegar en el ejecutivo la definición 
del destinatario legal del tributo, elemento esencial del hecho imponible, no se trata 
justamente de un “pormenor”. Asimismo, en otro antecedente, la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación fue firme al establecer que ni un decreto del Poder Ejecutivo ni una 
decisión del Jefe de Gabinete de Ministros pueden crear válidamente una carga tributaria, 
ni definir o modificar, sin sustento legal, los elementos esenciales de un tributo35. 
De igual manera, consideramos que en determinados casos puede producirse una 
violación al principio de igualdad ante la ley, también de raigambre constitucional. Si bien, 
tal cual señalo el diputado Tonelli durante el tratamiento parlamentario de la ley de 
reforma tributaria, existe una pacífica e inveterada jurisprudencia de corte en el sentido de 
que el principio de igualdad significa tratar igual a quienes están en iguales condiciones, 
pudiendo establecerse tratamiento diferentes para quienes no lo estén36; la norma bajo 
examen, en su redacción actual, podría dar lugar a que dos contribuyentes pertenecientes a 
una misma empresa, con iguales salarios e idéntica capacidad contributiva estuvieran 
sometidos a diferente carga tributaria, únicamente como consecuencia de la calidad de 
directivo de una de ellas. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
34	  CSJN	  en	  “Cafés	  La	  Virginia	  S.A.	  s/	  apelación	  (por	  denegación	  de	  repetición)”.	  	   	  
35	   CSJN	   en	   “Selcro	   S.A.	   c/	   Jefe	   de	   Gabinete	   de	   Ministros.	   Decisión	   55/2000	   (D.	   360/1995	   y	  
67/1996)”.	  
36	  Del	  voto	  del	  diputado	  Tonelli	  durante	  el	  debate	  de	  la	  ley	  n.°	  27430	  –	  19/12/2017.	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Recordemos que fue justamente nuestra Corte Suprema quien, apelando a 
jurisprudencia de la Suprema Corte de los Estados Unidos37afirmó que “… la garantía 
constitucional mencionada no se propone erigir una regla férrea en materia impositiva, sino 
impedir que se establezcan distinciones, con el fin de hostilizar o favorecer 
arbitrariamente a determinadas personas o clases como serían si se hicieran depender 
de diferencias de color, raza, nacionalidad, religión, opinión política u otras 
consideraciones que no tengan relación posible con los deberes de los ciudadanos como 
contribuyentes”3839. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
37	  	  Suprema	  Corte	  de	  los	  Estados	  Unidos	  en	  “Bell´sGap	  Raillward°.	  V	  Pennsylvania	  134	  U.S.	  232”.	  
38	  El	  resaltado	  nos	  pertenece.	  
39	  CSJN	  en	  “Unanue,	  José	  Ignacio	  y	  otro	  c/	  Municipalidad	  de	  la	  Capital	  s/	  devolución	  de	  pesos”.	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VI. Gravabilidad de las indemnizaciones en la 
legislación comparada 
 a) Chile	  
Con anterioridad al desarrollo de presente apartado, nos parece importante señalar 
que se trata de un análisis acotado exclusivamente al tratamiento de las sumas originadas 
con motivo de la extinción del vínculo laboral. No es el objeto de éste trabajo efectuar una 
comparación a fin de determinar la superioridad de un plexo legal por sobre el otro, sino 
ofrecer perspectivas distintas a la escogida por el legislador nacional. 
Con relación a las indemnizaciones laborales, el CT chileno establece tres 
indemnizaciones a lo largo de su texto: la compensación en dinero del feriado anual, la 
indemnización sustitutiva de preaviso o mes de desahucio y la indemnización por años de 
servicio40. 
 El feriado anual es el derecho al otorgamiento por parte del empleador de un 
receso remunerado de quince días hábiles al año. Si bien la finalidad de la norma es 
justamente el descanso del trabajador, excepcionalmente se prevé su compensación en 
dinero para aquellos casos en que, cumpliendo el trabajador los requisitos para su goce, 
dejare de pertenecer por cualquier circunstancia a la empresa. 
El mes de desahucio, por su parte, refiere a la obligación legal establecida al 
empleador, de abonar a su dependiente con motivo de una intempestiva extinción de la 
relación laboral una suma en dinero efectivo equivalente a la última remuneración mensual 
devengada. 
Finalmente la indemnización por años de servicio corresponde ser abonada cuando 
el empleador pusiere termino a la relación laboral de manera unilateral o fundándose en 
necesidades de la empresa estando el contrato vigente con antigüedad superior al año. Su 
cálculo está dado por treinta días de la última remuneración mensual devengada por cada 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
40	   Situados	   en	   los	   arts.	   73,	   161	   y	   163	   del	   Código	   de	   Trabajo,	   son	   institutos	   análogos	   a	   la	  
indemnización	   por	   vacaciones	   no	   gozadas,	   indemnización	   sustitutiva	   de	   preaviso	   e	   indemnización	   por	  
antigüedad	  de	  nuestra	  Ley	  de	  Contratos	  de	  Trabajo,	  respectivamente.	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año de servicio trabajado o fracción mayor a seis meses teniendo un tope de trescientos 
treinta días de remuneración. 
Tanto para el caso del mes desahucio, como para el de la indemnización por años 
de servicio, el art. 172 del CT establece que no se considerarán remuneraciones mensuales 
superiores a las noventa unidades de fomento41. 
En materia tributaria, el Decreto Ley 824 establece un impuesto sobre la renta, 
definiendo en su art. 2: 
“Artículo 2º.- Para los efectos de la presente ley se aplicarán, en lo que no sean contrarias 
a ella, las definiciones establecidas en el Código Tributario y, además, salvo que la naturaleza del 
texto implique otro significado, se entenderá: 
1.- Por “renta”, los ingresos que constituyan utilidades o beneficios que rinda una cosa o 
actividad y todos los beneficios, utilidades e incrementos de patrimonio que se perciban, 
devenguen o atribuyan, cualquiera que sea su naturaleza, origen o denominación...”. 
 Posteriormente, la norma reduce el objeto del gravamen al establecer que: 
“Artículo 17º.- No constituye renta: 
(…) 13º.- La asignación familiar, los beneficios previsionales y la indemnización por desahucio y 
la de retiro hasta un máximo de un mes de remuneración por cada año de servicio o fracción 
superior a seis meses. Tratándose de dependientes del sector privado, se considerará 
remuneración mensual el promedio de lo ganado en los últimos 24 meses, excluyendo 
gratificaciones, participaciones, bonos y otras remuneraciones extraordinarias y reajustando 
previamente cada remuneración de acuerdo a la variación que haya experimentado el Índice de 
Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del devengamiento de la 
remuneración y el último día del mes anterior al del término del contrato”42.	  
De igual modo, el Código de Trabajo, en su art. 178 establece: 
“Art. 178. Las indemnizaciones por término de funciones o de contratos de trabajo 
establecidas por ley, las pactadas en contratos colectivos de trabajo o en convenios colectivos o en 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
41	  La	  unidad	  de	  fomento	  es	  una	  unidad	  de	  cuenta	  originalmente	  creada	  en	  Chile	  con	  la	  finalidad	  de	  
ajustar	  créditos	  hipotecarios	  en	  función	  de	  la	  inflación.	  Para	  el	  año	  2018	  equivale	  aproximadamente	  a	  unos	  
CLP	  26800	  (veintiséis	  mil	  ochocientos	  pesos	  chilenos).	  
42	  El	  resaltado	  nos	  pertenece.	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acuerdos de grupo negociador que complementen, modifiquen o reemplacen estipulaciones de 
contratos colectivos, no constituirán renta para ningún efecto tributario. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, cuando por terminación de funciones o 
de contrato de trabajo, se pagaren además otras indemnizaciones a las precitadas, deberán 
sumarse éstas a aquéllas con el único objeto de aplicarles lo dispuesto en el N° 13 del artículo 17 
de la Ley sobre Impuesto a la Renta a las indemnizaciones que no estén mencionadas en el inciso 
primero de este artículo”. 
En síntesis, las tres indemnizaciones previstas en el CT no encuadran dentro del 
objeto del impuesto del gravamen que incide sobre la renta en Chile. Ahora bien, cuando 
voluntariamente el empleador abonara sumas que excedieren los parámetros fijados por el 
art. 17 inc. 13) del Decreto Ley 824, quedaran sujetas a gravamen dichos excedentes. 
Como se puede observar, mientras en Argentina el Impuesto a las Ganancias define 
un hecho imponible acotado, que requiere el cumplimiento de varios extremos para 
considerar una renta como tal43; en Chile, en cambio, la norma establece una hipótesis de 
incidencia de mayor amplitud, que luego delimita mediante la introducción de 
disposiciones desgravatorias. La solución implementada por el legislador chileno otorga, 
mayor claridad respecto de la sujeción a gravamen de las sumas tratadas en el presente 
trabajo. b) México	  
Previo enumerar las indemnizaciones previstas por la legislación laboral mexicana, 
es necesario destacar la mayor protección que ésta otorga al trabajador en situación de 
despido, en comparación con sus similares de Argentina y Chile. 
En primer término, la Ley Federal del Trabajo garantiza al trabajador en situación 
de despido la posibilidad de recurrir ante un organismo administrativo (la junta de 
conciliación y arbitraje), con la finalidad de, en caso de no comprobarse la causal de 
rescisión invocada por el patrón, proceder a la reinstalación en su puesto junto con la 
percepción de los salarios vencidos desde la fecha del despido. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
43	  Adhiriendo	  expresamente	  a	  la	  teoría	  renta	  –	  producto	  en	  el	  art.	  2	  de	  la	  ley	  n.°	  20628.	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Ahora bien, una vez dispuesta la extinción del vínculo, la propia Constitución fija 
en su art. 123 ap. a, fracción XXII la obligación del empleador a abonar al trabajador 
despedido una indemnización equivalente a tres meses de salario.  
En adición a la anterior, procede el pago de una prima de antigüedad fijada en doce 
días de salario por cada año de servicios prestado (162 de la LFT). La cantidad tomada 
para el cálculo de este instituto no podrá ser inferior a una vez el salario mínimo4445, ni 
superior a dos46. 
Por último, y sin perjuicio de los proporcionales por aguinaldo y vacaciones a los 
que también tiene derecho el trabajador, corresponde el pago de la indemnización del art. 
50 de la LFT, fijada en veinte días de salario por cada año efectivamente trabajado. A 
diferencia de la prima de antigüedad, no hay piso ni tope para su cálculo. 
En otro orden de ideas, a la hora de sancionar la ley de impuesto sobre los réditos, 
el legislador mexicano eligió no definir el hecho imponible en un único artículo, sino que 
lo diseminó a lo largo de varias disposiciones del plexo legal. En principio, el art. 1 de la 
citada norma reza: 
“Art. 1: Las personas físicas y las morales están obligadas al pago del impuesto sobre la 
renta en los siguientes casos: 
I. Las residentes en México, respecto de todos sus ingresos, cualquiera que sea la 
ubicación dela fuente de riqueza de donde procedan. 
II. Los residentes en el extranjero que tengan un establecimiento permanente en el 
país, respecto de los ingresos atribuibles a dicho establecimiento permanente. 
III. Los residentes en el extranjero, respecto de los ingresos procedentes de fuentes de 
riqueza situadas en territorio nacional, cuando no tengan un establecimiento 
permanente en el país, o cuando teniéndolo, dichos ingresos no sean atribuibles a 
éste”47. 
Como se observa, la disposición somete al pago del gravamen tanto a personas físicas 
como morales; sin embargo, la misma luego efectúa distingos en cuanto al tratamiento de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
44	   Para	   2018,	   el	   salario	   mínimo	   general	   asciende	   a	   MXN$	   88,36,	   sin	   realizar	   distingos	   por	   área	  
geográfica.	  
45	  Art.	  485	  de	  la	  LFT.	  
46	  Art.	  486	  de	  la	  LFT.	  
47	  El	  resaltado	  nos	  pertenece.	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cada uno de los sujetos del impuestos. Respecto de los primeros, en su título IV, la 
dispone: 
“Art. 90: Están obligadas al pago del impuesto establecido en este Título, las personas 
físicas residentes en México que obtengan ingresos en efectivo, en bienes, devengado cuando en 
los términos de este Título señale, en crédito, en servicios en los casos que señale esta Ley, o de 
cualquier otro tipo…”. 
La lectura de los artículos transcriptos devela la intención del legislador mexicano 
por abarcar un concepto de mayor amplitud al de “renta – producto”. De hecho, calificada 
doctrina ha sostenido que con posterioridad a las modificaciones introducidas en el año 
1980, la ley de impuesto sobre la renta mexicana ha dejado de gravar la renta, para 
empezar a gravar el ingreso. Esta situación se agrava por el hecho de no haber definido el 
término “ingreso” en el cuerpo de la ley, dejándolo a merced de la interpretación que 
pudieran darle las autoridades fiscales y, por ende, generando gran incertidumbre jurídica 
en la determinación del hecho imponible (Fernández Sagardi, 1998). 
Con relación al tratamiento otorgado a las indemnizaciones laborales, la ley 
expresamente las incluye dentro del objeto del impuesto, para luego liberarlas de la 
obligación de pago cuando se encuentre por debajo del parámetro fijado en noventa veces 
el salario mínimo general: 
“Art. 94: Se consideran ingresos por la prestación de un servicio personal subordinado los 
salarios y demás prestaciones que deriven de una relación laboral, incluyendo la participación de 
los trabajadores en las utilidades de las empresas y las prestaciones percibidas como 
consecuencia de la terminación de la relación laboral…”48. 
“Art. 93: No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los siguientes 
ingresos: (…) XIII – Los que obtengan las personas que han estado sujetas a una relación 
laboral en el momento de su separación, por concepto de primas de antigüedad, retiro e 
indemnización u otros pagos, así como los obtenidos con cargo de a la subcuenta del seguro de 
retiro o a la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro 
Social y los que obtengan los trabajadores al servicio del Estado, con cargo a la cuenta individual 
del sistema de ahorro para retiro, prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, y los que obtengan por concepto del beneficio previsto en la Ley 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
48	  El	  resaltado	  nos	  pertenece.	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de Pensión Universal, hasta por el equivalente a noventa veces el salario mínimo general del 
área geográfica del contribuyente por cada año de servicio… Por el excedente se pagara el 
impuesto en los términos de este Título”49. 
Nuevamente, nos damos con una norma impositiva con un concepto amplio del 
objeto, que inclusive incluye expresamente a los resarcimientos percibidos con causa en la 
extinción de la relación laboral. Luego, el legislador libera de la obligación a aquellas 
sumas que, según su criterio de conveniencia, no debieran cargar con el peso del impuesto. 
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  resaltados	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  pertenecen.	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VII. Conclusión – Medidas correctivas 
 
El impuesto sobre la renta, bajo diferentes denominaciones, rige en nuestro sistema 
tributario desde 1932. La ley que originalmente instrumentó el gravamen, lo hizo en 
carácter de “emergencia” con la finalidad de dar cumplimiento al mandato establecido por 
el art. 75 inc. 2) de nuestra carta magna, según el cual corresponde al Congreso “imponer 
contribuciones directas, por tiempo determinado… siempre que la defensa, seguridad 
común y bien general del Estado los exijan”. Mandato constitucional que por cierto, se ha 
tornado ilusorio a raíz de la reiterada invocación por parte del legislador nacional de la 
situación de “emergencia”, sin otro fin que prorrogar su operatividad. 
Durante sus más de ochenta años de vigencia, la norma ha sido objeto de múltiples 
modificaciones efectuadas bajo el prisma de distintos planes económicos, llevados a cabo 
por gobiernos constitucionales y de facto que la han convertido hoy en una suma de 
disposiciones heterogéneas plagada de inconsistencias y contradicciones. Es menester 
recordar que la inveterada y pacifica jurisprudencia de nuestra Suprema Corte según la 
cual “es necesario que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones para 
que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia 
tributaria”50. 
Con la aprobación del texto de la Ley de Reforma Tributaria n.° 27430, Argentina 
ha desperdiciado nuevamente una oportunidad de contribuir al orden y simplicidad de su 
sistema tributario.  
Como anteriormente mencionamos, la norma en cuestión viola flagrantemente el 
principio de reserva de ley que rige en materia tributaria al efectuar expresamente una 
delegación en el Poder Ejecutivo para que determine lo sujetos alcanzados por el hecho 
imponible agregado al art. 79 de la ley del impuesto. 
Por otro lado, también existen cuestionamientos atendibles con relación a una 
posible transgresión al principio de igualdad ante la ley. Al respecto, consideramos que no 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
50	   CSJN	   en	   “Fleischmann	   Argentina	   Inc	   s/	   recurso	   por	   retardo	   –	   impuestos	   internos”	   y	   en	  
“Hermitage	  SA	  c/	  PEN	  –	  MESOP	  –	  Título	  V	  L.	  25063	  s/	  proceso	  conocimiento”,	  entre	  muchos	  otros.	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se trata de una inconstitucionalidad de carácter manifiesto como la mencionada en el 
anterior párrafo. Sin perjuicio de ello, existe la posibilidad de que en determinados casos la 
norma grave con mayor severidad a una persona con idéntica capacidad contributiva que 
otra, únicamente en función a la calidad de “ejecutivo” o “directivo” que revista. En 
nuestra opinión, se deberá atender al hecho y prueba de cada caso particular. 
Párrafo aparte merece el tratamiento de la indemnización sustitutiva de preaviso del 
art. 231 de la LCT. La discusión sobre su sujeción al impuesto ya se encontraba planteada 
con anterioridad a la sanción de la reforma: Villegas, por ejemplo, opinaba que el 
legislador deliberadamente se apartaba de la periodicidad al incluir como ganancia 
imponible este tipo de beneficios accidentales (2001); otros, en cambio, consideraban que a 
la luz de la doctrina de la CSJN en “De Lorenzo”, “Cuevas” y “Negri”, previamente a 
considerar el carácter de “no exentos” de estos rubros , debía analizarse si estaban 
“alcanzados”, toda vez que “una posición en contrario implicaría concluir que la CSJN 
consideraría que por medio de una exención se puede incluir, en el objeto del impuesto, un 
ingreso que, conforme su propia doctrina, se encuentra excluido, lo que desde la 
perspectiva sustantiva del derecho tributario resultaría inadmisible” (Brandt & Vergara, 
2017). 
Por nuestra parte, consideramos que la última postura sería incompatible con el 
principio sentado por nuestro máximo tribunal, según el cual “en materia de interpretación 
de disposiciones legales no cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del 
legislador, razón por la cual las normas deben ser entendidas evitando darles un sentido 
que ponga en pugna sus disposiciones, procurando adoptar como verdadero el que las 
concilie y deje a todas con valor y efecto”51.  
En adición a lo expuesto, aún si aceptáramos sin condiciones el criterio expuesto 
por Villegas, nos encontraríamos con una renta gravada por el art. 20 que, al no estar 
mencionada en las rentas de cuarta categoría, por aplicación del art. 49 inc. g) debería 
considerarse renta de tercera categoría, algo que a priori parece ilógico y con repercusiones 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
51	   CSJN	   en	   “Paracha,	   Jorge	   Daniel	   c/	   DGI	   s/	   recurso”;	   “Asociación	  mutual	   Sancor	   c/	   AFIP	   DGI	   s/	  
acción	  meramente	  declarativa	  de	  derecho”;	   “Nación	  AFJP	   c/	  Provincia	  de	  Tucumán	  s/acción	  declarativa”;	  
entre	  muchos	  otros.	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en el criterio de imputación (devengado) y en el cálculo de la deducción especial del art. 23 
c), entre otras. 
A las críticas realizadas a la ley, deben agregarse otras, esta vez, apuntando a la 
reglamentación. En primer término es reprochable la situación de incertidumbre con la que 
el empleador debió convivir durante los diez primeros meses de 2018, hallándose 
imposibilitado de dar cumplimiento a la ley a raíz de la falta de normativa definiendo el 
sujeto pasivo de la gabela. Como segunda crítica, tenemos que señalar que aun publicado 
el decreto n.º 976/18, no se especificaron los alcances de los términos “directivo” y 
“ejecutivo” empleados por el segundo párrafo del art. 79 de la ley de impuesto a las 
ganancias. 
Las modificaciones practicadas probablemente repercutan en un incremento de 
litigiosidad en la materia. Habrá que esperar para ver la posición que tome el ente 
recaudador: si se limitará a reclamar las sumas que según el diputado Laspina se pretendían 
“atrapar” con la reforma; o por el contrario, aprovechará las modificaciones para desoír las 
doctrinas que con claridad meridiana habían sentado, primero la procuración, y luego la 
Corte Suprema. 
En cuanto a posibles soluciones legislativas al conflicto, son múltiples las 
posibilidades: Una opción podría ser la de receptar los criterios utilizados por la legislación 
comparada para dotar de claridad los plexos legales del impuesto sobre la renta. Por 
supuesto que reformular el hecho imponible del impuesto, modificando el art. 2 de la ley 
del gravamen, tendría que venir acompañado por una modificación integral del gravamen 
y, posiblemente, del sistema tributario en su totalidad. Incluso puede ser antipático para el 
contribuyente la instrumentación de una definición amplia del hecho imponible, como la 
escogida por los legisladores de Chile y México; sin embargo, en tanto esta se encuentre 
limitada mediante la incorporación de disposiciones desgravatorias de determinados pisos 
(potencialmente actualizables en función a un índice, del mismo modo que la LRT lo hizo 
con sus prestaciones y el RIPTE), la carga tributaria del gravamen sería la misma, pero 
amparada por una norma clara que diera por tierra con pretensiones desmesuradas de la 
administración tributaria. 
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Otra posibilidad, sería dejar el hecho imponible del art. 2 inalterado, e incorporar al 
art. 79 la gravabilidad de todas las indemnizaciones por extinción el vínculo para, 
nuevamente, liberar luego del gravamen aquellas que se encuentren por debajo de 
determinado parámetro económico. En este caso, se trataría de una modificación mucho 
menos ambiciosa y que podría dar una solución rápida al problema específico que plantea 
el texto de la norma actual. 
Cualquiera sea la opción seleccionada, de lo que estamos seguros es de que para 
mejorar el funcionamiento del sistema tributario y disminuir el número de expedientes en 
los juzgados por reclamos contra el Fisco nacional, es fundamental que los profesionales 
en Cs. Económicas y los especialistas en tributación, tengan mayor participación en el 
proceso de sanción de las leyes tributarias. 
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